2.

En la ciudad de Dolores, a los 4 días del mes de marzo del año dos mil diez, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa Nº 88.720, caratulada: "LUDUEÑA PEDRO EZEQUIEL C/ DIARIO COMPROMISO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263 del CPCC; 168 de la Constitución Provincial), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits, Silvana Regina Canale y María R. Dabadie.

      El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-------------------C U E S T I O N E S --------------

      1a.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2a.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

---------------------V O T A C I O N -----------------

------A LA PRIMERA CUESTION EL DOCTOR HANKOVITS DIJO:--

I.- La Sra. juez de primera instancia decide -en lo que resulta  de  interés  para  el  tratamiento  del 

                                           //////

////// recurso deducido- hacer lugar a la demanda entablada y en consecuencia condenar a la accionada al pago de los daños y perjuicios –daño moral- ocasionados por la errónea publicación realizada por el Diario Compromiso, tarifándolos en la suma de pesos tres mil quinientos ($ 3.500), con más sus intereses, imponiendo las costas a la vencida y difiere para la oportunidad respectiva la regulación de honorarios profesionales (v. fs. 311/323).

Contra lo así resuelto la legitimada pasiva interpone recurso de apelación (fs. 324); concedido el mismo, se lo funda –v, fs. 335/337 y vta.- sustancialmente, entre otras consideraciones que efectúa, que el iudex ha incurrido en una errónea apreciación de la prueba para endilgar la responsabilidad y arribar a la condena en cuestión; igualmente se queja en referencia a la desestimación de la causa de exoneración, expresando que se ha debidamente acreditado que la publicación de marras tiene su origen en la errónea información brindada por la Jefatura de Policía y la Policía Departamental. Asimismo plantea que no se han acreditado en autos  las 

                                           //////

////// supuestas repercusiones que le generaron al accionante dicha publicación –y por ende el daño alegado-; y por último, se disconforma de la imposición de costas a su parte –v, fs. cit.-.

Sustanciado que fue dicho recurso, la actora contesta los agravios a fs. 341 y vta., peticionando la desestimación de los mismos y la confirmatoria de la sentencia en revisión, quedando estos obrados en condiciones de ser resueltos en esta Instancia (arg. art. 263, CPCC.).

II-. Entiendo que el recurso de apelación es procedente con el alcance que se señalará.

1. Analizada la pieza de fs. 335/337 y vta., advierto que meritándola con un criterio amplio de valoración, reúne los requisitos propios de una expresión de agravios, cumpliendo la carga procesal que impone el art. 260 del CPCC. El escrito de expresión de agravios es un acto de impugnación, destinado a criticar la sentencia recurrida con el fin de obtener su revocación o modificación por el Tribunal. Para ello requiere la crítica precisa de cuáles son los errores que contiene el fallo, sea en  la  apreciación  de  los 

                                           //////

////// hechos o en la aplicación del derecho.

Critica que consiste en la indicación detallada de los pretendidos errores, omisiones y demás deficiencias que se le atribuyen al pronunciamiento, cuestionando los fundamentos de hecho y de derecho que el juez dió a su decisión. La mera discrepancia o disconformidad con la solución, sin aportar elementos razonables que la desvirtúen no constituye manifestación de agravios.

Y tal como precedentemente sostuve, la pieza procesal referida reúne los requisitos supra señalados, por lo cual corresponde se determine su suficiencia –atendibilidad- procesal.

2. Liminarmente cabe fijar el marco jurídico legal del asunto que nos convoca: responsabilidad de los medios de prensa.

Sobre ese sendero –más allá de la abundante literatura doctrinaria y jurisprudencial que existe al respecto-, es dable aseverar, en prieta síntesis, que constituyen un hito, sobre la materia, los fallos dictados por la Corte de Estados Unidos “New York Times vs. Salivan” de 1964,  “Time  Inc.  Vs. Hill” de 1967 y 

                                           //////

////// “Rosembloom vs. Metromedia Inc.”, sentencia de 1971. Así cabe hacer una distinción entre personalidades públicas o sujetos vinculados a asuntos de interés público o involucrado en materias de interés público, y el resto de las personas o hechos relativos de la vida privada de éstos.

En el primer supuesto, es necesario que el actor demuestre que el medio periodístico actuó con dolo o negligencia grave. Ello se subsume bajo el estándar de la actual malice (real malicia) que implica el conocimiento cabal de la falsedad de la noticia o haber obrado with reckless disregard of wether it was false or not (descuidada desconsideración si era falsa o no la noticia; esto es, desconsideración temeraria). En la segunda hipótesis – en los asuntos que afecten a personas privadas o que involucren asuntos carentes de interés general o relevancia pública- basta la simple negligencia o culpa del medio para que éste sea considerado responsable por la publicación de la noticia.

A su vez, se debe diferenciar entre noticia falsa e inexacta.

                                           //////

////// La primera finca en que el informador actúa con el fin deliberado de engañar –dolo-, en tanto que la segunda implica un simple error que consiste en un acto que no se quiere ni se piensa y que no generará responsabilidad civil si el yerro fue inexcusable, esto es, si hubiese empleado los debidos cuidados, diligencia y atención para evitarlo igual hubiera ocurrido.

De todo ello se desprende que, los medios de comunicación responden frente a las personalidades públicas o personas vinculadas a hechos de interés público o general en cuanto éstas acrediten que la información es más que inexacta, es falsa y que fue deliberadamente, o con un descuido absoluto, difundida la noticia; en cambio a los particulares y a hechos vinculados de la vida privada, les basta demostrar la inexactitud de la noticia y su afectación para atribuirle responsabilidad legal al medio y éste probar que el error incurrido es inexcusable dado que se adoptó toda la diligencia del caso previo a la publicación (conf. E. Zannoni, B. Bíscaro, Responsabilidad de los medios de prensa, Astrea,  1993, 

                                           //////

////// pp. 70/72).

Es entonces fácil colegir que, en los temas públicos se ha adoptado el estándar de la real malicia y no el test de la verdad cuya vigencia se evidencia en los asuntos privados o concernientes a personas no públicas. Asimismo cabe igualmente distinguir, aún en los temas de interés general o público, entre hechos y opiniones críticas ya que respecto de los primeros sólo se utilizan las doctrinas “Campillay” (CSJN, sent. del 15-5-1986) y de la “real malicia”, mientras que en relación de las segundas –al no ser posible predicar su verdad o falsedad- se aplica un criterio de ponderación con fundamento en el estándar del “interés público imperativo” (voto de la juez Highton de Nolasco, CSJN, sent. del 24-6-2008).

3. En los casos –como el presente- en los que una persona acciona contra el medio periodístico por manifestaciones publicadas en el mismo y que considera lesivas para su dignidad, entran en colisión el derecho a la construcción de la propia identidad sin lesiones al honor, y el derecho a publicar, expresarse e informar por medio de la prensa.

                                           //////

////// Precisamente, el estándar de la real malicia es una ponderación (receptada por la CSJN) de los intereses del honor y de la libertad de prensa que consiste en establecer que, en los temas públicos o de notorio interés general, las reglas del derecho civil no se aplican, aunque haya existido un daño efectivo al honor, si esa aplicación puede perjudicar el futuro de la libertad de prensa y todo lo que ella conlleva (Conf. Dictamen del Procurador de la CSJN in re “P. J. A. y otro c. Diario La Nación”; antes cit.; el remarcado es propio).

En los otros asuntos, se debe demostrar sólo la culpa o negligencia en que incurrió el informador conforme al régimen general de responsabilidad por el hecho propio que contiene la fórmula del art. 1109 del Código Civil. Ello así dado que no existe en el ordenamiento legal de nuestro país un sistema excepcional de responsabilidad objetiva para aplicar a la actividad supuestamente riesgosa de la prensa. Si fuera así, el deber de resarcir debería imponerse ante la sola comprobación del daño. Por ello, en el sistema 

                                           //////

////// legal vigente es imprescindible probar aún el factor de imputabilidad subjetivo sea la culpa o el dolo de la persona u órgano que dio la noticia o publicó la crónica. (SCBA, voto del Dr. Pettigiani en Ac. 73.058, Sent. del 13-3-2002).

Es así que el pivote donde debe hacerse jugar la responsabilidad de la persona u órgano que dio la noticia, o publicó la crónica, debe seguir siendo la fórmula del art. 1109 y sus concordantes del Código Civil (SCBA, C. 100.157, Sent. del 18-2-2009). 

Según ha expresado la CSJN "Tratándose de ciudadanos comunes y no de funcionarios públicos de alguna notoriedad –como acontece en estos obrados-, la protección frente a los excesos en el ejercicio de la libertad de prensa debe ser mayor, de suerte que la responsabilidad de quienes incurren en ellos no se limita a supuestos en los que media malicia, sino que comprende aquellos en los que sólo hay imprudencia, impericia o negligencia en la propagación de la noticia agraviante" (SCBA, C. 100.157 cit.).

4. a. Desde esa plataforma jurídica, cabe analizar la responsabilidad endilgada al demandado. En

                                           ////// 

////// la especie, obra carta documento original (fs. 7) que goza de la calidad de instrumento público –en los términos del art. 979 inc. 2 del Código Civil-, conforme ya fuera expresado en estas actuaciones en el fallo dictado a fs. 286/296 (v. en esp. fs. 291/292) por lo que no basta su mero desconocimiento para inhibirla de su autenticidad sino que a esos efectos se requiere se redarguya de falsedad, circunstancia no ocurrida en autos. En dicho instrumento se reconoce por el medio periodístico el error incurrido –aunque manifiesta que no es imputable- pidiendo disculpas por ello. 

De esa forma, tenemos por demostrado la causa de la responsabilidad endilgada (arts. 979 inc. 2 del digesto civil; 375, 384 y concs. del CPCC) lo que desmerece el agravio relativo a que no se encuentra acreditado la nota en autos (fs. 376) y deviene abstracto todo lo concerniente a la falta de colaboración y solidarismo probatorio en torno a la frustrada medida para mejor proveer decretada, tendiente ésta a adjuntar el ejemplar solicitado.

                                           //////

////// b.  El  demandado  argumenta  como  eximente   de responsabilidad que el error se debió a las fuentes informativas del diario, particularmente al comunicado que da a conocer la Policía departamental. Tiene tal extremo por evidenciado a través de los testimonios obrantes a fs. 139 y 140. Mas, de la deposición testimonial de fs. 140 se extrae que diariamente las informaciones policiales le llegan a su conocimiento a través de un parte, con membrete, firma autorizada de la Departamental, y ello desde hace mucho tiempo. Dicha circunstancia convierte a la información en oficial (fs. cit.). 

El accionado no ha arrimado a la causa tal comunicado, ni ha acreditado por otro medio la aseveración por su parte realizada tendiente a demostrar que el error es excusable (art. 929 del Código Civil). Antes bien, la testimonial por el mismo citada no favorece su postura procesal, siendo valorada la misma a partir del principio de adquisición procesal (arts. 375, 384, 456 del CPCC).

De  tal  modo,  y  conforme la doctrina legal de 

                                          //////

////// nuestro  máximo tribunal Provincial emanada de fallo C. 100.157, antes citado, corresponde decretar la responsabilidad del diario por la errónea publicación de la noticia de autos (art. 1109 y concs. del Código Civil).

c.  Con relación al daño moral que se denuncia como irrogado, la sentenciante de grado evaluó la pericia psicológica de fs. 234/238 y 246/247 vta., como también las circunstancias personales y la situación traída a juzgamiento, procediendo a admitir el rubro y cuantificándolo en la suma 3.500 pesos  (fs. 322 y vta.). De todo ello se disconforma el impugnante (fs. 336 vta./337).

Es principio receptado que este agravio resulta comprensivo de la privación de aquellos bienes que tienen un valor fundamental en la vida del hombre, que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los más caros afectos. El daño moral constituye pues, toda modificación disvaliosa del espíritu en su alteración, no subsumible sólo en el dolor, ya que puede consistir 

                                           //////

////// en profunda preocupación, estados de aguda irritación, que exceden lo que por el sentido amplio de dolor se entiende, afectando el equilibrio anímico de la persona, sobre el cual los demás no pueden avanzar, de manera que todo cambio disvalioso del bienestar psicofísico de una persona por una acción atribuible a otra, configura un daño de esta naturaleza. (Este Tribunal, C. 85.933, RSD-159-8, Sent. del 21-5-2008).

En el caso, se observa que la noticia generadora de responsabilidad fue materializada el día 16 de diciembre de 2001 (fs. 7); que el día 18 del mismo mes y año se publica la carta enviada por el actor a la redacción del diario, bajo el rotulo de ACLARACIÓN, seguida de una nota de redacción en la que se asume el error y se piden públicas disculpas (fs. 17), señalando el legitimado pasivo que la misma fue publicada en la misma página y en destacado (fs. 7). Asimismo, el día 19 de ese mes y año se vuelve a publicar la nota extensa sobre lo acontecido en el negocio del actor en la que, previo a romper la vidriera, le son sustraídas tres botellas de cerveza (fs. 19).

                                           ////// 

////// La conducta asumida por el diario, la inmediatez y extensión de la rectificación y la posterior nota dando mayores detalles del hecho, el que por otra parte reviste características de hecho de bagatella, reducen al mínimo el daño que se pudo haber provocado al actor. Asimismo, el demandante aseveró que ante la difusión radial de la noticia pudo acceder inmediatamente a la emisora y aclarar personalmente la situación: que él no era el delincuente sino la víctima (fs. 235 vta.).

La pericia psiquiátrica meritada por la a quo constata que existe “una predisposición del individuo hacia la acción del agente agresor” derivado de la educación recibida y la rigidez conceptual del actor, los que se conjugaron, entre otros factores como la vergüenza pública, para la producción de la vulnerabilidad necesaria para el desarrollo del trastorno adaptativo (fs. 237 vta.). “Forma de reacción altamente inducida por la personalidad previa del sujeto que la padece… ‘Los síntomas y comportamientos alterados se expresan por malestar mayor de lo esperable en respuesta al estresante, y por deterioro significativo de  la  actividad social o laboral´” (fs. 

                                           //////

////// 247, el resaltado es propio del texto).

Siendo que lo que estamos evaluando es el daño moral y no el  psicológico, advierto que la angustia eventualmente padecida tiene origen propio en la personalidad del actor. Que el hecho en sí mismo considerado como sus circunstancias -antes puestas de relieve-, causa de la responsabilidad reprochada, denotan un obrar de buena fe del responsable, carente de ser fuente eficiente en la producción de agravio moral por la oportunidad, extensión y tratamiento dado a la rectificación de la información errónea publicada de un hecho menor.

En otros términos, podemos sostener que el diario es responsable de la comisión de un error inexcusable en la difusión de una noticia inexacta – autor del hurto- ; que no se ha acreditado por su parte eximente de responsabilidad; mas –en mi criterio- el daño endilgado derivado del hecho en juzgamiento, éste en sí mismo considerado y los oportunos mecanismos utilizados para su enmienda, no genera perjuicio jurídicamente indemnizable  como  agravio moral (art. 1078 del Código 

                                           //////

////// Civil), pues de lo contrario se corre el riesgo de convertir al proceso judicial en una fuente mecánica de lucro.

En la prensa, “No se trata de la verdad absoluta, sino de buscar leal y honradamente lo verdadero, lo cierto, lo más imparcialmente posible y de buena fe” (CSJN, “Vago, J. A. c. Ediciones de la Urraca SA y otros”, sent. del 19 de noviembre de 1991; Fallos 314: 1517).

5. En lo que respecta a las costas, si bien dado la solución que se propicia – rechazo de la acción- conlleva que las mismas sean impuestas al vencido, lo cierto es que dado la forma de resolver y que el actor se pudo creer con suficiente derecho para accionar, entiendo se deben imponer en el orden causado (arts. 68 y 69 del CPCC).

Con el alcance indicado, voto por la negativa.
------LAS SEÑORAS JUECES DOCTORAS CANALE Y DABADIE ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-----

------A LA SEGUNDA CUESTION EL DOCTOR HANKOVITS DIJO:--
En atención al acuerdo alcanzado corresponde rechazar la demanda, con costas por su orden  en  ambas 

                                           //////

////// instancias (arts. 979 inc. 2, 929, 1078, 1109 del Código Civil; 68, 69, 260, 263, 375, 384, 456, 474  y concs. del CPCC).

Así lo voto.
------LAS SEÑORAS JUECES DOCTORAS CANALE Y DABADIE ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION--
                 SILVANA REGINA CANALE

FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS           MARIA R. DABADIE 

                         GASTON DOZO

                       Abogado Secretario
---------------------S E N T E N C I A ----------------

Dolores,               de marzo de 2010.

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se rechaza la demanda,  con costas por su orden  en  ambas 

                                           //////

////// instancias (arts. 979 inc. 2, 929, 1078, 1109 del Código Civil; 68, 69, 260, 263, 267, 375, 384, 456, 474  y concs. del CPCC).

      Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.

                    SILVANA REGINA CANALE

FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS           MARIA R. DABADIE 

                         GASTON DOZO

                       Abogado Secretario
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